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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de agosto del año 2016 dos mil dieciséis. . 

V I S T O para resolver el expediente número 511/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta … en contra de … INSPECTOR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE MOVILIDAD DEL MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Causales de improcedencia y sobreseimiento.
SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de demanda aduce que el acto de autoridad combatido no afecta los intereses jurídicos de la parte actora, configurándose el supuesto previsto 261, fracción I, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acta de infracción combatida aparece a nombre de Juan Manuel Cortez Hernández y fue a dicha persona física a quien se le elaboró la boleta de infracción, razón por la cual a la persona moral denominada “Sociedad Integradora del Transporte Público General Francisco Villa”, Sociedad Anónima de Capital Variable, no se le afecta interés jurídico alguno. . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia  QUE SE CONFIGURA,  en mérito de las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
En este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que el interesado es quien tiene un interés jurídico, numeral que en lo conducente señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

Mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece  que  sólo  podrá  intervenir  en  el  proceso  quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Conforme a lo  anteriores  artículos,  tenemos  que para  la  procedencia  del 

Juicio de Nulidad, es requisito indispensable que el promovente, cuente con interés jurídico y que acredite que el acto o resolución combatida afecte de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. Al respecto cabe citar el criterio aislado  asumido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  en la Novena Época; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A, que reza: “LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esta tesitura, podemos concluir que el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado; de esta manera, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto Contractual de naturaleza administrativa; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto se sigue, que en materia de infracciones en transporte público tienen interés jurídico el conductor y el concesionario de un autobús destinado al servicio pública de transporte de pasajeros de Ruta fija; el conductor cuenta con interés jurídico, porque es quien lleva a cabo la conducta que constituye la presunta comisión de la falta administrativa y a quien directamente se le califica su conducta como infracción administrativa; mientras, que el concesionario tiene interés jurídico al resentir la afectación en su esfera de derechos con la retención de la garantía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, cuando la demanda la promueve el cocesionario, para la procedencia del proceso administrativo, es menester que acredite ese carácter  con el titulo Concesión que otorgue el Ayuntamiento o con el Permisos que expida la Dirección General de Movilidad; púes, de la concesión o el permiso es donde nace el derecho subjetivo, dado que el transporte urbano de pasajeros en nuestro Municipio es una actividad reglada o regulada por el Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, el que establece en su artículo “95.- Los particulares podrán prestar el servicio a través de concesiones que al efecto otorgue el Ayuntamiento o de permisos que expida la Dirección, en los términos de la Ley y el presente reglamento.”.; sobre el particular cabe precisar que por concesión se entiende acto-jurídico-administrativo mediante el cual el Ayuntamiento otorga a una persona física o moral la facultad de prestar el servicio público de transporte urbano y suburbano en ruta fija; y, por permiso se entiende acto-jurídico-administrativo a través del cual la Dirección General de Movilidad autoriza temporalmente la prestación del servicio, según lo dispone el artículo 2, fracciones X y XXV, del Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, si el acto impugnado consiste en un acta de infracción levantada al conductor de la unidad de transporte público … y quien la impugna es la persona moral concesionaria, entonces  ésta tiene la carga de demostrar su interés jurídico, de ahí que, se encuentra constreñida a exhibir su titulo Concesión o el Permiso respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así tenemos que de las constancias que integras este expediente, se advierte que la persona moral impetrante omitió exhibir titulo Concesión o el Permiso respectivo, por tal motivo ésta no acredito en el sumario de forma fehaciente que cuenta con interés para controvertir acta de infracción …, pues como quedó apuntado en supralíneas, la Concesión o el Permiso constituye el acto administrativo que originan el derecho subjetivo administrativo, ya que no debe perderse de vista que se trata de una actividad reglamentada. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido en la jurisprudencia de la Décima Época, sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativas y del Trabajo del Décimo Primer Circuito, Tesis: XI.1º.A.T. J/25(10a.), bajo el siguiente rubro: Libro 2, Enero de 2014, Tomo IV “INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. CARECE DE ÉL QUIEN SE OSTENTA CONCESIONARIO DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE, PERO NO EXHIBE EL TÍTULO DE CONCESIÓN CORRESPONDIENTE O ALGÚN OTRO DOCUMENTO QUE EVIDENCIE JURÍDICAMENTE EL DERECHO SUBJETIVO CONSAGRADO EN SU FAVOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN). ,Si una persona se ostenta como concesionaria del servicio público de transporte en el Estado de Michoacán, para acreditar su interés jurídico -no legítimo- en el amparo, es necesario que exhiba el título de concesión que la identifica precisamente con esa calidad, y aun cuando fuera materialmente imposible exhibir el título, es necesario algún otro documento que evidencie jurídicamente el derecho subjetivo consagrado en su favor, como puede ser alguna prueba que llevara al conocimiento de que se verificó el procedimiento que culminó con la resolución del titular del Poder Ejecutivo de dicha entidad, en la que acordó favorable la solicitud que, en su momento, formuló, conforme al artículo 19 del Reglamento de la Ley de Comunicaciones y Transportes del Estado, o con diversa constancia expedida por la autoridad administrativa competente, en la que se certifiquen aquella calidad y los términos de la concesión, de acuerdo con el artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece que el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, respecto al pago de la multa impuesta al conductor del pluricitado autobús, realizado por la persona moral actora, no pasa inadvertido para quien resuelve que la impetrante como concesionaria no es obligada solidaria del conductor infractor respecto al pago de multas impuesta por la comisión de infracciones administrativas, ello debido a que en el Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, no se contempla ninguna disposición jurídica que así lo disponga, ya que solo se constituye como obligada solidaria respecto al pago de los daños que se ocasionen a las vías públicas o a su infraestructura con los vehículos de su propiedad destinados al servicio público de pasajeros; en ese sentido, resulta claro que si la persona moral actora no acredito su carácter de concesionaria y si no es obligada solidaria en cuanto al pago de la multa impugnada, entonces no reciente una afectación jurídica en su esfera de derechos, dado que solo reciente un daño de tipo económico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  consecuencia, a la  parte actora no le  asiste el  derecho de  acudir  ante 
este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad del acto debatido; siendo lo anterior así y a mayor abundamiento, sobre el particular cabe resaltar que el segundo párrafo de los artículos 243, de la multicitada Ley Orgánica Municipal, así como el 9 segundo párrafo y 251 fracción I, Incido a), del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legítimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que la parte actora resulte afectado por actos contrarios a la Ley, sino que es menester que tenga a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo, no demostró en autos de esta causa administrativa que cuenta con la Concesión o Permiso respectivo y así demostrar su interés jurídico. Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de  mayo de 2004. Actores: Raúl  Aguilar  Zacarías y J.  Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que en la especie no se cumple con el mencionado requisito de procedencia de la acción de nulidad, entonces se actualiza en perjuicio de la parte actora la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, es procedente declarar el sobreseimiento este Juicio, conforme a lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo  expuesto y además con  fundamento en los  artículos  243  párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . .
Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
